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ORDEN EJECUTIVA DEL GOBERNADOR DE PUERTO RICO, HON. PEDRO R. 
PIERLUISI, DECLARANDO UN ESTADO DE EMERGENCIA ANTE EL AUMENTO DE 
CASOS DE VIOLENCIA DE GÉNERO EN PUERTO RICO 
 
 

POR CUANTO:  La violencia de género es un mal que ha causado demasiado 

daño por excesivo tiempo; es un mal basado en la ignorancia y 

actitudes que no pueden encontrar espacio ni tolerancia en un 

Puerto Rico moderno. 

POR CUANTO: La violencia de género se define como conductas que causan 

daño físico, sexual o psicológico a otra persona motivado por los 

estereotipos de género creados por los hombres y las mujeres. 

Cuando se habla de estereotipos de género, se refiere a las 

opiniones o prejuicios basados en las funciones sociales o 

relaciones de poder de un género sobre otro que determinada 

cultura le asigna al hombre o a la mujer. 

POR CUANTO: El concepto de violencia incluye amenazas, agresiones, maltrato 

emocional o psicológico, persecución y aislamiento, entre otras 

acciones similares. Estas acciones pueden ocurrir en lugares 

públicos y privados, y entre parejas consensuales, patronos, 

personas del trabajo o de la comunidad; amistades, familiares, 

profesores(as) y hasta por personas desconocidas.  

POR CUANTO: En los pasados años, los casos de violencia de género, 

especialmente en contra de la mujer, han aumentado 

considerablemente y se encuentran en estado de alerta. A modo 

de ejemplo, para el año 2019, se reportaron 7,021 casos de 

violencia doméstica y de éstos, 5,896 ocurrieron contra mujeres.   

POR CUANTO: La violencia de género tiene un impacto nefasto en nuestra 

sociedad y el aumento de estos casos, pone en relieve las 

desigualdades que aún afectan a nuestra población. 

POR CUANTO: La Constitución de Puerto Rico, en su Artículo II, Sección Primera, 

establece que “la dignidad del ser humano es inviolable. [Todas 

las personas] son iguales ante la Ley. No podrá establecerse 

discrimen alguno por motivo de raza, color, sexo, nacimiento, 

origen o condición social, ni ideas políticas o religiosas. Tanto las 

leyes como el sistema de instrucción pública encarnarán estos 

principios de esencial igualdad humana”. 
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POR CUANTO: Es política pública del Gobierno de Puerto Rico darle prioridad a 

la prevención y atención de la violencia de género en todas sus 

manifestaciones, tales como la violencia física, así como el 

maltrato emocional y psicológico, el acecho, el acoso y 

hostigamiento sexual en cualquier escenario, incluyendo en el 

empleo.   

POR CUANTO: Aspiramos a la convivencia saludable y de respeto reconociendo 

los derechos humanos de todas las personas.  

POR CUANTO: Reconocemos la importancia de que nuestros servidores 

públicos, las organizaciones sin fines de lucro, de base 

comunitaria y de base de fe, sean la primera línea de defensa en 

contra de la violencia de género.  

POR CUANTO: Combatir la violencia de género requiere de un esfuerzo 

multisectorial y no tan solo del sector gubernamental. Este 

esfuerzo debe incluir el insumo y la cooperación del sector privado 

y de organizaciones sin fines de lucro.  

POR CUANTO: Estamos comprometidos con establecer un proceso para 

desarrollar un currículo de perspectiva de género que ayude a 

combatir las causas que contribuyen a la desigualdad, el 

discrimen y la violencia. 

POR CUANTO: Nuestra administración está comprometida con combatir la 

pobreza, que es un factor que incuestionablemente incide sobre 

la posibilidad de una persona de salir de situaciones de 

dependencia, desigualdad, discrimen y violencia de género.   

POR CUANTO: El 4 de septiembre de 2019, se emitió una Orden de Alerta ante 

la violencia de género, especialmente contra la mujer. A raíz de 

dicha Orden, se creó un documento titulado “ Protocolo de Acción 

para Combatir la Violencia hacia las Mujeres en Puerto Rico”.  

POR CUANTO: El 26 de octubre de 2020, mediante la Orden Ejecutiva, Boletín 

Administrativo Número OE-2020-78, se declararon servicios 

prioritarios aquellos relacionados a la lucha contra la violencia 

hacia las mujeres en Puerto Rico. En dicha Orden Ejecutiva, se 

creó la Comisión Multisectorial contra la Violencia a la Mujer 

(“COMUVI”), con el objetivo de implementar el Protocolo de 

Acción para Combatir la Violencia hacia las Mujeres en Puerto 

Rico. A su vez, se le ordenó a las agencias del Gobierno de Puerto 

Rico la identificación de partidas presupuestarias dedicadas para 

la prevención y la lucha de la violencia contra la mujer. 

POR CUANTO: La Ley Núm. 158-2020 enmendó la Ley Núm. 147 de 18 de junio 

de 1980, según enmendada, conocida como "Ley Orgánica de la 

Oficina de Gerencia y Presupuesto", para  facultar esta agencia a 

“[r]equerir de los distintos organismos, corporaciones públicas y 
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subdivisiones políticas del Gobierno de Puerto Rico y en la fecha 

que éste determine, las peticiones presupuestarias con los planes 

de trabajo y las justificaciones correspondientes y toda la 

información de índole programática, fiscal y gerencial, gastos que 

se proponen, estados financieros y de operaciones y cualquier 

otra información que se necesite, incluyendo el requerir y exigir 

de los distintos organismos, corporaciones públicas y 

subdivisiones políticas del Gobierno, la identificación en las 

peticiones presupuestarias de una partida para el cumplimiento 

con la política pública contra la violencia a las mujeres, que 

incluya programas de prevención, orientación, protección y 

seguridad”.  

POR CUANTO: La Ley Núm. 158-2020 estableció además que “[a] partir del 1 de 

julio de 2021, cada agencia, organismo, subdivisión y corporación 

pública del Gobierno de Puerto Rico, tendrá la obligación de 

identificar en su presupuesto una partida específica para el 

cumplimiento con la política pública contra la violencia a las 

mujeres que incluya programas de prevención, orientación, 

protección y seguridad para las mujeres”. Asimismo, dispuso que 

“[l]as agencias del Gobierno que reciban fondos federales 

dirigidos al manejo de las situaciones de violencia contra las 

mujeres, tendrán la obligación de anunciar la disponibilidad de los 

fondos para someter propuestas en o antes de noventa (90) días 

posteriores al recibo de la asignación como recipiente de los 

fondos. A partir de la fecha del aviso, la agencia recipiente tendrá 

noventa (90) días para el recibo, análisis, adjudicación, 

notificación y cualquier procedimiento necesario para la 

otorgación de los fondos a las agencias y organizaciones sin fines 

de lucro que hayan sometido propuestas”. 

POR CUANTO: Contamos con legislación vigente para atender la violencia, sin 

embargo, es necesaria la ejecución, fiscalización y seguimiento 

de esas medidas para lograr cambios en pro de la protección de 

la ciudadanía. 

POR CUANTO: Aunque las pasadas administraciones han realizado avances en 

la lucha contra la violencia de género, no ha sido suficiente y es 

vital tomar acciones contundentes dirigidas a prevenir y erradicar 

este mal que aqueja nuestra sociedad. Dichas medidas deben 

estar enfocadas en la prevención de la violencia de género, 

garantizar la seguridad de las víctimas, el procesamiento efectivo 

de los casos de violencia de género, especialmente aquellos que 

son contra la mujer, y la rehabilitación y atención de la víctima y 

del victimario para erradicar la prevalencia de este tipo conducta.  
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POR CUANTO: El Artículo 6.10 de la Ley Núm. 20-2017, según enmendada, 

conocida como “Ley del Departamento de Seguridad Pública de 

Puerto Rico”, confiere la facultad al Gobernador de Puerto Rico, 

luego de haber declarado un estado de emergencia, para darle 

vigencia a aquellas medidas que resulten necesarias para 

proteger la seguridad y la salud de todas las personas en Puerto 

Rico.  

POR CUANTO:  Del mismo modo, el inciso (b) del Artículo 6.10 de la Ley Núm. 20-

2017, dispone que el Gobernador de Puerto Rico podrá dictar, 

enmendar y revocar aquellos reglamentos y emitir, enmendar y 

rescindir aquellas órdenes que estime convenientes para regir 

durante el estado de emergencia. Los reglamentos dictados u 

órdenes emitidas durante un estado de emergencia o desastre 

tendrán fuerza de ley mientras dure dicho estado de emergencia 

o desastre. 

POR CUANTO:           A su vez, el inciso (c) del Artículo 6.10 de la Ley Núm. 20-2017 le 

da la potestad al Gobernador de dar vigencia a aquellos 

reglamentos, órdenes, planes o medidas estatales para 

situaciones de emergencia y/o variarlos según estime apropiado 

o conveniente, con el fin de salvaguardar el orden público.  

POR CUANTO:        En virtud de los poderes conferidos bajo la Constitución de Puerto 

Rico y de la Ley Núm. 20-2017, el Gobernador puede decretar un 

estado de emergencia en Puerto Rico para la salvaguardar la 

seguridad y salud de todas las personas.   

POR TANTO:   YO, PEDRO R. PIERLUISI, Gobernador de Puerto Rico, en virtud 

de los poderes inherentes a mi cargo y la autoridad que me ha 

sido conferida por la Constitución y las leyes de Puerto Rico, por 

la presente decreto y ordeno lo siguiente: 

SECCIÓN 1ra: DECLARACIÓN DE EMERGENCIA. Decreto un estado de 
emergencia en Puerto Rico debido al alza de los casos de 
violencia de género y ordeno establecer medidas dirigidas a 
prevenir y erradicar esta conducta en nuestra sociedad.  

SECCIÓN 2da: SERVICIOS PRIORITARIOS. Se mantiene como un servicio 

prioritario del Gobierno de Puerto Rico el establecer y ejecutar 

programas de protección, prevención y orientación, así como 

protocolos de acceso a la vivienda, a servicios de salud, 

educación y trabajo, en aras de prevenir y erradicar la violencia 

en género. Así, se le ordena a la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto (“OGP”) a priorizar las solicitudes de fondos y 

presupuesto a tales fines, y a realizar las gestiones necesarias 

ante la Junta de Supervisión y Administración Financiera para 

Puerto Rico (“Junta de Supervisión”), con el apoyo de la Autoridad 
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de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico 

(“AAFAF”).  

SECCIÓN 3ra:  OFICIAL DE CUMPLIMIENTO. El Gobernador designará a un 

funcionario público como oficial de cumplimiento que responderá 

directamente al Gobernador, que se dedicará a tiempo completo 

al cumplimiento de esta Orden Ejecutiva y a los aspectos 

administrativos del comité contra la violencia a ser creado por esta 

orden ejecutiva. Ello incluye, pero no se limita a fiscalizar, dar 

seguimiento y monitorear la implementación de las medidas 

dispuestas en esta Orden. 

SECCIÓN 4ta: COMITÉ P.A.R.E. LA VIOLENCIA DE GÉNERO. Se ordena la 

creación del Comité de Prevención, Apoyo, Rescate y Educación 

de la Violencia de Género (Comité PARE), como Comité Asesor 

del Gobernador, cuyo propósito será recomendar medidas y 

políticas establecidas para cumplir con los objetivos de esta 

Orden Ejecutiva. El Comité PARE sustituirá y dará continuidad a 

los trabajos comenzados por la COMUVI, creado por el Boletín 

Administrativo Número OE-2020-78. 

Dicho Comité estará compuesto por las siguientes agencias 

gubernamentales, quienes enviarán un representante, miembros 

del sector privado y organizaciones sin fines de lucro: 

1. Departamento de la Familia; 

2. Departamento de Justicia; 

3. Departamento de Educación; 

4. Oficina de la Procuradora de la Mujer; 

5. Departamento de la Vivienda; 

6. Departamento de Desarrollo Económico 

7. Departamento de Salud; 

8. Departamento de Corrección; 

9. Negociado de la Policía; 

10. Instituto de Ciencias Forenses; 

11. Instituto de Estadísticas; 

12. Un(a) representante de la Academia. 

13. Un(a) representante de los medios de comunicación. 

14. Tres (3) representantes de organizaciones sin fines de 

lucro dedicadas a la lucha contra la violencia de género 

en Puerto Rico y/o de servicios a víctimas de violencia de 

género. 

15. Un(a) oficial de cumplimiento nombrado por el 

Gobernador. 

Los representantes de los medios de comunicación, academia y 

de las organizaciones sin fines de lucro serán seleccionadas por 
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la Secretaria de la Familia en consenso con el Gobernador. Para 

esto, aquellos elegibles que interesen participar deberán 

registrarse y llenar el formulario en el portal www.fortaleza.pr.gov. 

El Gobernador podrá añadir miembros a su discreción.  

SECCIÓN 5ta: PRESIDENCIA DEL COMITÉ PARE: El Comité PARE será 

presidido por la Secretaria de la Familia, y se reunirá como 

mínimo, una vez al mes.  El Comité PARE establecerá todas las 

medidas y reglamentos que sean necesarios para su 

funcionamiento.   

SECCIÓN 6ta:  FACULTADES DEL COMITÉ PARE: Las facultades y funciones 

del Comité PARE serán las siguientes: 

1. Evaluar el Protocolo de Acción para Combatir la Violencia 

hacia las Mujeres en Puerto Rico, incorporado por la 

Orden Ejecutiva 2020-078, y hacer recomendaciones 

para mejorarlo y acelerar su implementación; 

2. Realizar vistas públicas para recibir recomendaciones, de 

todas las ramas de gobierno y todos los sectores de la 

sociedad y discutir ideas y planes de trabajo para 

combatir la violencia de género; 

3. Emitir recomendaciones sobre proyectos de ley, medidas 

reglamentarias, programas para la prevención y el 

manejo de casos de violencia de género, medidas 

dirigidas a la rehabilitación tanto de las víctimas como los 

victimarios, así como proponer programas de educación 

de perspectiva de género; 

4. Establecer procesos expeditos para el manejo de casos 

de violencia de género en los que se garanticen los 

derechos de todas las partes y se procure la seguridad de 

las víctimas; 

5. Promover acuerdos interagenciales y con organizaciones 

sin fines de lucro y el sector privado dirigidos a establecer 

campañas educativas con el propósito de prevenir y 

combatir la violencia de género; 

6. Establecer mecanismos de capacitación para todos los 

agentes de orden público y personal del Departamento de 

Justicia, Departamento de Seguridad Publica, 

Departamento de Familia, Departamento de Salud y 

Departamento de Corrección y Rehabilitación dirigidos a 

manejar de forma más efectiva los casos de violencia de 

género;  

7. Establecer recomendaciones para el sector privado sobre 

el manejo del protocolo de protección a víctimas de 
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violencia doméstica en virtud de la “Ley del Protocolo para 

Manejar Situaciones de Violencia Doméstica en Lugares 

de Trabajo o Empleo”, Ley Núm. 217-2006; 

8. Proveer mecanismos para establecer estadísticas 

confiables sobre la incidencia y el manejo de los casos de 

violencia género, siempre garantizando la seguridad de 

las víctimas; 

9. Establecer y recomendar iniciativas de rehabilitación 

dirigidas a romper el ciclo de violencia género en todas 

sus manifestaciones; 

10. Revisar los protocolos existentes de atención a casos de 

hostigamiento sexual en el ámbito laboral en Puerto Rico; 

11. Promover mecanismos, junto al Instituto de Ciencias 

Forenses, para agilizar las pruebas forenses necesarias 

para identificar y atender los casos de violencia y acoso 

sexual, incluyendo “SAFE kits”; 

12.  Evaluar las iniciativas y necesidades de la Oficina de la 

Procuradora de las Mujeres a la luz de la Ley Núm. 20-

2001, con el propósito de someter recomendaciones y 

proveerle apoyo conforme a los objetivos del Comité 

PARE;    

13. Evaluar el plan de divulgación y distribución de recursos 

de la Oficina de Compensación a Víctimas y Testigos de 

Delito del Departamento de Justicia, y asegurar que estos 

estén siendo distribuidos equitativamente a través de toda 

la Isla;  

14. Diseñar una campaña mediática educativa y coordinar su 

publicación y diseminación a través de los medios de 

comunicación y en coordinación con el sector público y 

privado.  La campaña debe incluir afiches con información 

de servicios disponibles para víctimas de violencia de 

género a ser distribuidos y desplegados en toda oficina 

de gobierno, y hacer acercamientos al sector privado para 

aumentar la exposición de los mismos;  

15. Crear los subcomités que estime necesarios para 

asegurar el monitoreo de estadísticas, el establecimiento 

de política pública, el desarrollo de campañas educativas 

y mediáticas, y la creación de alianzas entre el sector 

público y privado, y demás fines de esta Orden; 

16. Evaluar el cumplimiento con las secciones 2 y 3 de la Ley 

Núm. 158-2020;  
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17. Revisar el protocolo de investigación para los casos de 

muertes violentas contra las mujeres, así como el sistema 

de compilación y manejo de datos estadísticos sobre las 

muertes violentas de mujeres en Puerto Rico, según 

ordenados por la Ley Núm. 157-2020;  

18. Coordinar una campaña de concienciación desde cada 

agencia del gobierno de Puerto Rico para que 

semanalmente una agencia lleve a cabo una expresión 

pública con miras a educar, concienciar y combatir la 

violencia de género; y 

19. Cualquier otra acción e iniciativa que el Comité PARE 

entienda necesaria para cumplir con los objetivos de esta 

Orden Ejecutiva. 

SECCIÓN 7ma: ÓRDENES DE PROTECCIÓN. Se ordena al Comité PARE revisar 

y emitir recomendaciones sobre los procedimientos de solicitud y 

expedición de órdenes de protección. Como parte de ese esfuerzo, 

deberá procurar comunicación con la Oficina de Administración de 

Tribunales para evaluar alternativas que agilicen tales 

procedimientos.  

SECCIÓN 8va:  PROGRAMA DE SEGUIMIENTO. Se ordena al Departamento de 

Seguridad Pública, en colaboración con el Comité PARE, a 

desarrollar un programa para dar seguimiento y verificar la 

seguridad de toda persona que tenga una orden de protección por 

violencia de género. Como parte del programa, se incluirá la 

realización de visitas y/o llamadas a cada persona que ostente una 

orden de protección por violencia de género. Se le ordena, además, 

a realizar los acuerdos colaborativos necesarios con entidades 

públicas y/o privadas, incluyendo las Policías Municipales, para 

viabilizar el programa.  

SECCIÓN 9na: DIVISIONES ESPECIALIZADAS DEL DEPARTAMENTO DE 

JUSTICIA. Se ordena al Departamento de Justicia, en colaboración 

con el Comité PARE, a evaluar las divisiones especializadas del 

Departamento de Justicia y explorar alternativas para atender con 

mayor sensibilidad y efectividad los casos con víctimas 

particularmente vulnerables. Ello, con el fin de proveer acción 

inmediata para asegurar el cumplimiento de leyes contra la 

violencia de género. 

SECCIÓN 10ma: CLÍNICAS DE ASISTENCIA LEGAL. Se ordena al Comité PARE a 

colaborar y procurar la colaboración de todas las clínicas de 

asistencia legal de las escuelas de Derecho de Puerto Rico, en 

iniciativas específicamente dirigidas a atender problemas legales 

que puedan enfrentar las mujeres. 
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SECCIÓN 11ra: TECNOLOGÍA. Se ordena al Departamento de Seguridad Pública, 

en colaboración con el Comité PARE, a evaluar alternativas 

tecnológicas para actualizar y mejorar los instrumentos utilizados 

para tramitar y registrar quejas o denuncias y el estatus de 

progreso de los casos. Asimismo, deberán evaluar y recomendar 

la implementación de estrategias para optimizar la comunicación 

entre las agencias de seguridad, e implementar mecanismos para 

dar seguimiento a las víctimas de violencia de género o personas 

a las que se les expidan órdenes de protección. Se ordena, 

además, a la Puerto Rico Innovation and Technology Service 

(“PRITS”), para que, en colaboración con el DSP y el Comité 

PARE, se desarrolle una aplicación para los dispositivos móviles, 

mediante la cual las víctimas y potenciales víctimas puedan 

solicitar asistencia de forma rápida en situaciones de emergencia, 

ocultando el mensaje enviado para proteger la víctima de su 

agresor. 

SECCIÓN 12da: PLAN ALERTA ROSA: Se ordena al Comité PARE a evaluar y 

proveer recomendaciones para la implantación del protocolo 

conocido como “Plan ALERTA ROSA”, según dispuesto en la Ley 

Núm. 149-2019. Además, en coordinación con el Negociado de la 

Policía y la Oficina de la Procuradora de la Mujer, deberá diseñar 

una campaña mediática para educar en torno a la utilización 

responsable y oportuna de esta herramienta. 

SECCION 13ra: DESARROLLO ECONÓMICO. Se ordena al Departamento de 

Desarrollo Económico a evaluar y expandir programas de 

capacitación y adiestramiento a mujeres que viabilicen su 

integración a la fuerza laboral; que incluya y que fomente la 

creación de centros de cuido para menores, personas de edad 

avanzada, y dependientes con condiciones de salud, para facilitar 

su inserción en la fuerza laboral.    

SECCIÓN 14ta: INFORMES DE CUMPLIMIENTO. El Comité PARE rendirá al 

Gobernador, un informe inicial sobre los trabajos realizados y las 

medidas a implementarse de forma inmediata para combatir la 

violencia de género, en cuarenta y cinco (45) días luego de la 

promulgación de esta Orden Ejecutiva. A partir de ese informe 

inicial, rendirá un informe mensual de los trabajos realizados y 

hará recomendaciones para atender el problema de la violencia de 

genero.  Conforme a nuestra política pública de garantizar la 

transparencia, los informes mensuales deberán hacerse 

disponibles al público en general. 

SECCIÓN 15ta: IDENTIFICACIÓN DE RECURSOS. 
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a. Se ordena a la OGP, con el apoyo de la AAFAF, a identificar 

los fondos necesarios dentro del Presupuesto Certificado, 

programas federales, la Reserva de Emergencia y/o cualquier 

otro fondo disponible, para cumplir con los objetivos de esta 

Orden Ejecutiva. En esa encomienda, la OGP debe instruirles 

a las entidades gubernamentales concernientes que presenten 

los planteamientos presupuestarios para acceder los fondos 

identificados.  Asimismo, la OGP debe dar continuidad al 

cumplimiento con la identificación de partidas presupuestarias 

ordenada en la Ley Núm. 158-2020.  

b. Se ordena al Negociado de la Policía a asegurar que se 

realicen los planteamientos presupuestarios necesarios ante la 

OGP y la Junta de Supervisión, dirigidas a cumplir con las 

disposiciones de la Ley Núm. 83-2020, que establece una 

Unidad de Crímenes Contra la Mujer y Violencia Doméstica, 

adscrita al Negociado de la Policía de Puerto Rico. Se ordena 

también a la OGP a identificar, de cualesquiera partidas 

disponibles, los fondos necesarios para cumplir con la Ley 

Núm. 83-2020 sin dilación alguna.  

c. Se ordena a toda agencia gubernamental, sin excepción, que 

para el año fiscal 2021-2022 en adelante, identifique como 

parte de su presupuesto, una partida para asignar recursos 

dirigidos a cumplir con los objetivos de esta Orden Ejecutiva 

y/o programas de prevención y atención de la violencia de 

género, y en cumplimiento con la Ley Núm. 158-2020.  Los 

recursos antes mencionados incluirán, sin limitarse, programas 

de prevención, orientación, protección y medidas de seguridad 

dirigidos a combatir la violencia de género. A solicitud del 

Comité PARE, las agencias gubernamentales rendirán 

informes semestrales sobre los esfuerzos que realizan para 

combatir la violencia de género.  

d. Toda agencia gubernamental que reciba fondos federales 

dirigidos a combatir la violencia de género, establecerá 

mecanismos para que las entidades y organizaciones sin fines 

de lucro que cualifiquen puedan someter las propuestas 

necesarias para el uso de estos fondos. A su vez, siempre que 

la asignación de fondos y la reglamentación aplicable lo 

permita, las agencias recipientes establecerán un proceso ágil 

para la otorgación de fondos para aquellos proponentes que 

cumplan con los requisitos establecidos en la ley o la 

asignación presupuestaria, para que tales fondos puedan ser 

distribuidos sin dilación.  
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SECCIÓN 16ta: PROTOCOLO DE ACCIÓN PARA COMBATIR LA VIOLENCIA 

HACIA LAS MUJERES EN PUERTO RICO.  En aras de garantizar 

la continuidad de las iniciativas puestas en marcha en virtud de la 

Orden Ejecutiva 2020-078, se mantiene en vigor el Protocolo de 

Acción para Combatir la Violencia Doméstica. No obstante, se 

faculta al Comité PARE a revisar el mismo y hacer las 

recomendaciones y los cambios que sean necesarios para cumplir 

con los objetivos de esta Orden Ejecutiva. Hasta tanto no se 

apruebe un nuevo Protocolo, el protocolo aprobado en virtud de la 

Orden Ejecutiva 2020-078 se mantiene vigente y todas las 

agencias gubernamentales deberán cumplir con éste.  

SECCIÓN 17ma:          DEROGACIÓN Y VIGENCIA. Esta Orden Ejecutiva tendrá vigencia 

desde su firma hasta el 30 de junio de 2022, prorrogable por el 

Gobernador a petición del Comité PARE, y deja sin efecto 

cualquier otra Orden Ejecutiva que en todo o en parte sea 

incompatible con ésta, hasta donde existiera tal incompatibilidad. 

Se mantienen todas aquellas disposiciones de la Orden Ejecutiva 

2020-078, que no sean incompatibles con esta Orden Ejecutiva. 

También continúa en vigor toda iniciativa que se haya puesto en 

marcha en virtud de la antes mencionada Orden Ejecutiva, hasta 

tanto no sean revisadas por el Comité PARE y se emitan 

recomendaciones adicionales sobre éstas.  

SECCIÓN 18va: DEFINICIÓN DEL TÉRMINO AGENCIA. El término agencia, 

según se utiliza en esta Orden Ejecutiva, se refiere a toda agencia, 

instrumentalidad, oficina, o dependencia de la Rama Ejecutiva del 

Gobierno de Puerto Rico, incluyendo a las corporaciones públicas, 

independientemente de su nombre. 

SECCIÓN 19na: NO CREACIÓN DE DERECHOS EXIGIBLES. Esta Orden 

Ejecutiva no tiene como propósito crear derechos substantivos o 

procesales a favor de terceros, exigibles ante foros judiciales, 

administrativos o de cualquier otra índole, contra el Gobierno de 

Puerto Rico o sus agencias, sus oficiales, empleados o cualquiera 

otra persona. 

SECCIÓN 20ma:        SEPARABILIDAD. Las disposiciones de esta Orden Ejecutiva son 

independientes y separadas unas de otra y si un tribunal con 

jurisdicción y competencia declarase inconstitucional, nula o 

inválida cualquier parte, sección, disposición y oración de esta 

Orden Ejecutiva, la determinación a tales efectos no afectará la 

validez de las disposiciones restantes, las cuales permanecerán 

en pleno vigor. 
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SECCIÓN 21ra: PUBLICACIÓN. Esta Orden Ejecutiva debe ser presentada 

inmediatamente en el Departamento de Estado y se ordena su 

más amplia publicación. 

SECCIÓN 22da: VIGENCIA. Esta Orden Ejecutiva entrará en vigor inmediatamente. 

 

 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, expido la presente 
Orden Ejecutiva bajo mi firma y hago estampar en ella 
el sello del Gobierno de Puerto Rico, en San Juan, 
Puerto Rico, hoy 25 de enero de 2021. 

 
 
 

 
 PEDRO R. PIERLUISI  
               GOBERNADOR 

 
 
Promulgada de conformidad con la ley, hoy 25 de enero de 2021. 
 
 
 
 
LAWRENCE N. SEILHAMER RODRÍGUEZ 
          SECRETARIO DE ESTADO  


